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	Decisión: 
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ASUNTO:
Revisa la Sala en grado jurisdiccional de consulta, la sanción impuesta el 13 de julio de 2018 por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, dentro del trámite incidental de desacato promovido por el señor WILSON MARÍN OSPINA en contra de la EPS MEDIMÁS.
ANTECEDENTES:
1. Fallo de tutela del cual se predica su incumplimiento: 

Mediante fallo de tutela proferido el 8 de agosto de 2017, el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de esta ciudad, tras tutelar los derechos fundamentales al mínimo vital y la dignidad humana de los cuales es titular el señor Wilson Marín Ospina, le ordenó a Colpensiones que procediera a liquidar y pagar en favor de él las incapacidades generadas de forma ininterrumpida desde el 16 de febrero de 2017 hasta el 15 de julio de 2017, las cuales sumaban un total de 150 días.
No obstante, al desatar la alzada promovida por Colpensiones en contra de dicha sentencia, esta Colegiatura resolvió modificar la decisión impugnada, y aunque la postura de conceder la protección reclamada por el accionante fue convalidada, se puntualizó que la omisión que originó el quebrantamiento de sus derechos radicaba en cabeza de la EPS Medimás, por no haber expedido con destino a la administradora de pensiones el concepto de rehabilitación de su afiliado, en ese orden de ideas, se adoptó la siguiente decisión: 

“(…) SEGUNDO: MODIFICAR el numeral segundo de la sentencia de tutela estudiada, para en su lugar ordenar a la EPS MEDIMÁS el reconocimiento y pago de los subsidios de incapacidad que se le adeudan al señor WILSON MARÍN OSPINA, hasta tanto expida con destino a COLPENSIONES el respectivo concepto de rehabilitación del incapacitado.”    
2. Origen del incidente de desacato y actuación procesal adelantada en primera instancia: 
El 14 de marzo del año que transcurre, el señor Wilson Marín Ospina se acercó al Despacho de conocimiento, donde solicitó que se diera inicio a un trámite incidental de desacato en contra de la EPS Medimás, toda vez que dicha entidad se estaba negando a darle cumplimiento a la precitada sentencia de tutela, pues no había sido posible que se hiciera efectivo el pago de las incapacidades comprendidas entre el 16 de febrero de 2017 y el 15 de julio de 2017, tampoco las generadas entre el 14 de noviembre de 2017 y el 28 de marzo de 2018.  

En vista de dicho informe, el Juez cognoscente procedió, mediante auto del 6 de abril de 2018, a requerir al Doctor Julio César Rojas Padilla, Representante Judicial de Medimás EPS, así como a su superior jerárquico, el Doctor Néstor Orlando Arenas Fonseca, Presidente de esa entidad, a quienes se les concedió el término de 48 horas para que dieran cumplimiento a las órdenes impartidas por ese Despacho judicial. 
Aunque el mencionado auto fue notificado vía correo electrónico en el buzón de notificaciones judiciales de la EPS Medimás, no se obtuvo por parte de la encartada ningún tipo de explicación, razón que sumada a una nueva solicitud incidental instaurada por el accionante, motivó al Juzgado a dar apertura formal al incidente mediante auto del 20 de abril de 2018, por lo tanto, se ordenó correr traslado al Doctor Julio César Rojas Padilla, por el término de 3 días, para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción; además se ofició al Doctor Néstor Orlando Arenas Fonseca con el fin de que se diera cumplimiento a la sentencia de tutela y además se abriera la correspondiente investigación disciplinaria en contra del funcionario directamente encargado.

La notificación del proveído anterior se surtió por el mismo medio ese día, pero no se logró obtener ningún tipo de explicación al respecto por parte de la entidad accionada, además, según se suscribió en varias constancias secretariales del Juzgado de fechas 18 y 22 de mayo de 2018, el señor Marín Ospina informó mediante comunicación telefónica al Oficial Mayor que no había sido posible que la accionada acatara las órdenes impartidas por parte del Juez constitucional. 
Así las cosas, el Despacho de primer nivel efectuó otro requerimiento a los funcionarios vinculados mediante auto del 31 de mayo de 2018, así: al Doctor Julio César Rojas Padilla para que explicara las razones por las cuales no había dado cumplimiento a la acción tuitiva; y el Doctor Néstor Orlando Arenas Fonseca, por su parte, para que aporte las pruebas que demuestren su gestión para lograr el cumplimiento del fallo y además informara el estado de la investigación disciplinaria que debió ser iniciada en contra de su subalterno.    

Sin embargo, en las fechas 13 y 15 de junio de 2018 se dejaron en el expediente nuevas constancias de llamadas telefónicas suscritas con el accionante, quien reiteró que no había obtenido una respuesta favorable por parte de la EPS Medimás; aunado a ello, el día 20 de junio de 2018 presentó un nuevo escrito al Juzgado con el cual puso en conocimiento que se le habían pagado las incapacidades a partir de la fecha en que entró en funcionamiento esa entidad y hasta el 27 de mayo de 2018, pero se le continuaban adeudando las anteriores (entre el 16 de febrero y 15 de agosto de 2017). 
El último requerimiento que se le hizo a los involucrados fue el 20 de junio de 2018, en el que se les explicó, o más bien reiteró, que la orden impartida en la sentencia de tutela estaba dirigida a que se le pagaran al señor Wilson Marín Ospina las incapacidades comprendidas entre el “16/02/2017 al 17/03/2017 por 30 días; del 18/03/2017 al 16/04/2017 por 30 días; del 17/04/2016 al 16/05/2017 por 30 días; del 17/05/2017 al 15/06/2017 por 30 días; del 16/06/2017 al 15/07/2017 por 30 días; para un total de 150 días de incapacidad…”, pero hasta el último momento, los incidentados guardaron silencio. 
Así las cosas, el Juez de instancia decidió, mediante auto interlocutorio del 13 de julio de 2018, sancionar con arresto de tres (3) días y multa de dos (2) smlmv, a los prenombrados funcionarios de la EPS Medimás, por desatender la referenciada sentencia de tutela, y ordenó la consulta de la decisión que hoy ocupa la atención de la Magistratura.

CONSIDERACIONES:
1. Competencia:

La Sala se encuentra funcionalmente habilitada para revisar y decidir sobre la juridicidad de esta decisión, de conformidad con los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991.

2. Problema Jurídico Planteado:

Le corresponde determinar a esta Corporación si la providencia consultada se encuentra ajustada a derecho, para lo cual debe establecer si la entidad accionada incurrió en desacato y en caso afirmativo proceder de conformidad. 

3. Solución:

Acorde con el artículo 86 Superior, la finalidad de la acción de tutela es la protección judicial de los derechos fundamentales de una persona, cuando a través de tal mecanismo se ha comprobado su vulneración; por lo tanto, cuando ello ocurre, y el Juez que asume su conocimiento emite órdenes para salvaguardar tales derechos, lo que se espera de la autoridad obligada es su observancia inmediata. 
No obstante, el artículo 52 del Decreto 2591 ha previsto un mecanismo especial para aquellos eventos en que las órdenes impuestas en sede de tutela no sean acatadas, de modo que a través de este se puedan hacer efectivos los derechos reconocidos mediante la amenaza de una sanción en caso de renuencia del accionado a obedecer la decisión.

De este modo, conforme al artículo 27 del Decreto 2591 de 1991 el Juez que ha proferido el fallo de tutela está en el deber de realizar las gestiones que considere convenientes para el cabal cumplimiento de la decisión constitucional, y tramitará el incidente de desacato a efectos de establecer si esta ha sido o no acatada, y ante este último panorama, aplicará las correspondientes sanciones de que trata el artículo 52 Ibídem en contra de la persona directamente encargada, y de su superior, hasta que se haga efectivo su cumplimiento. 

Cuando la decisión del Juez de primera instancia conlleva la imposición de una sanción, esta debe ser consultada ante su superior funcional, lo que indica que no puede ser ejecutada hasta tanto exista un pronunciamiento de segundo grado que verifique la legalidad y legitimidad de la misma, y consolide la aniquilación de la presunción de inocencia a través de la comprobación de la responsabilidad en cabeza del funcionario sancionado.

Caso concreto:
El presente incidente de desacato se originó con fundamento en la noticia suministrada por el señor Wilson Marín Ospina, mediante la cual puso en conocimiento del Juez de primer grado que la entidad demandada se encontraba en estado de indiferencia frente a lo ordenado en la sentencia de tutela mediante la cual se protegieron sus derechos fundamentales al mínimo vital y a la dignidad humana.
Atendiendo a la voluntad del accionante, el Despacho llevó a cabo el procedimiento que estimó pertinente en el caso concreto, mismo que culminara con la imposición de la sanción que hoy se revisa por parte de esta Colegiatura, al considerarse por parte del A Quo que los funcionarios de la EPS accionada sí incurrieron en desacato a las órdenes impartidas en sede de tutela. 
En estas precisas condiciones, la Sala reconoce que lo lógico sería emitir la sanción por desacato, tal como lo hizo el Juez de instancia; no obstante, dentro del presente asunto tal decisión no puede ser avalada, y ello tiene razón en que durante el trámite incidental se incurrió por parte del Cognoscente en un error procedimental, que de pasarse por alto, atentaría en contra de los derechos, también fundamentales, al debido proceso, defensa y contradicción de los funcionarios sancionados. 
Para demostrar lo anterior, debemos hacer remisión, como en el inicio, a los lineamientos que rigen el procedimiento del incidente de desacato, los cuales están consagrados en el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, y que pueden sintetizarse en los siguientes pasos básicos de obligatoria observancia: i) Un requerimiento a la persona directamente encargada de su cumplimiento, para que proceda a acatar las órdenes impuestas en la sentencia de tutela; ii) Pasadas 48 horas sin lograr el cumplimiento de la orden tutelar, se deberá requerir al superior del responsable, con el fin de que conmine a su subalterno a obedecer la decisión del juez de tutela; iii) De no lograrse el anterior propósito, se procederá en las 48 horas subsiguientes a abrir proceso contra el superior que no hubiere procedido conforme a lo ordenado; iv) finalizado el trámite sin lograr resultados positivos, se podrá sancionar por desacato, tanto al responsable directo como al superior hasta tanto cumplan con el mandato judicial impuesto. 
A pesar de lo anterior, lo que deja entrever el trámite adelantado por el Juez de primera instancia, es que el incidente no fue adelantado conforme a los parámetros antes explicados, pues en el auto por medio del cual se dio apertura formal al incidente de desacato, a pesar de haberse anunciado en su motivación que se abriría el proceso en contra del Doctor Néstor Orlando Arenas Fonseca, no ocurrió lo mismo en la parte resolutiva de dicho proveído, cuando frente a este funcionario únicamente se efectuó un requerimiento, sin que se le hubiera iniciado formalmente el trámite en su contra; de acuerdo a tal circunstancia, y aunque al parecer se trató de un posible error de redacción, lo que tal vez podría ser un simple olvido, resulta ser una razón suficiente para que, en respeto por el debido proceso de quien aquí resultó sancionado, se anule el trámite revisado a partir de ese momento, pues en criterio de esta Sala, la informalidad que rige tanto la acción de tutela como el incidente de desacato, no es óbice para quebrantar los procedimientos mínimos que han sido contemplados en la norma para ese tipo de asuntos. 

De conformidad con lo anterior, es claro que no pudo haber resultado sancionado el Doctor Néstor Orlando Arenas Fonseca, como presidente de la EPS Medimás, sin que de manera real se hubiese iniciado en contra suya el respectivo incidente. 

En ese orden de ideas, con la convicción de que también a las personas en contra de quienes se adelanta una actuación abreviada por desacato se les debe garantizar un mínimo de derechos fundamentales, que se ven reflejados en la oportunidad de exponer las justificaciones que consideren pertinentes, y en el mejor de los casos proceder al cumplimiento del mandato judicial impuesto, pues como se explicó en párrafos anteriores, este trámite se encuentra enmarcado por la presunción de inocencia de los incidentados, frente a los cuales se debe demostrar su desobediencia volitiva y real, ya que no se puede presumir su responsabilidad. 

De conformidad con lo dicho hasta ahora, se considera necesario proceder a decretar la nulidad de lo actuado dentro del presente asunto, con el fin de que se rehaga la actuación respetando el debido proceso de los presuntos funcionarios que han desatendido la orden constitucional, ello con el fin de garantizar tanto los derechos de la parte accionante como de la parte encartada, como regla general y básica en todos los procesos judiciales, especialmente dentro de trámites que pueden conllevar posibles restricciones a la libertad de las personas. 
Como anotación final, debe aclarar esta Magistratura que, si bien el proyecto inicial del presente asunto fue puesto en conocimiento de los demás miembros que conforman la Sala Séptima de Decisión de Asuntos Penales para Adolescentes, para su respectiva aprobación, dichos Homólogos son del criterio consistente en que este tipo de decisiones, por medio de las cuales se decreta la nulidad de lo actuado durante el trámite de primera instancia por irregularidades procesales deben ser tomadas en Sala Unitaria, de conformidad con los parámetros del Código General del Proceso.    

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Unitaria de Decisión Penal para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

DECRETAR LA NULIDAD de todo lo actuado por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, con ocasión del incidente de desacato adelantado en contra de la EPS MEDIMÁS, a fin de que se rehaga la actuación respetando el debido proceso establecido para el trámite de desacatos, de acuerdo a lo dicho en precedencia. 

DEVOLVER el presente expediente al Juzgado de primer nivel, para que se rehaga la actuación en consonancia con lo que ya se ha dicho.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

DIEGO ANDRÉS MORALES GÓMEZ
Secretario
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